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Ahora bien, el punto en discusión por el órgano recurrente, es el atinente a la responsabilidad que en su sentir le asiste al ciudadano ÁNGEL MARÍA USME, toda vez que fue la persona a nombre de quien estaba remitida la encomienda con la sustancia ilícita, y por ende tenía conocimiento de su contenido al ser el encargado de reclamarla, para lo cual debía pagar contraentrega, siendo además quien hizo presencia en dicha empresa de mensajería el día en que se suponía que llegaba el mencionado envío.

(…)

Queda claro que no obstante en SUR ENVÍOS haberse recibido los referidos paquetes, estos nunca estuvieron en poder del señor ÁNGEL MARÍA, ello por cuanto se encontraban en el interior de la empresa en un sitio que no permite el acceso al público, salvo autorización previa, como se desprende de lo dicho por su administradora y los agentes captores. Situación que igualmente encuentra respaldo en el hecho que el procesado no suscribió la factura de venta que documenta la entrega del envío a satisfacción, y mucho menos que realizara el pago que le correspondía por dicho servicio, como así lo ratificó la administradora de esa empresa. Y si bien operó su captura en ese instante, lo fue por cuanto al proceder los policiales a verificar sus datos con los contenidos en las mencionadas cajas, eran coincidentes, pero aun así se itera, dichos paquetes nunca estuvieron en su órbita de posesión o dominio.

Para la Corporación no queda duda que existe un indicio grave de la presunta responsabilidad el señor ÁNGEL MARÍA USME en la comisión de la ilicitud, en tanto la mercancía estaba dirigida a su nombre, y fue él quien se acercó a reclamarla pero sin que se haya establecido -repetimos- que lo hizo por iniciativa propia o por ser llamado por la empresa para el efecto. Así las cosas, no obra acreditación alguna en el sentido que el aquí acusado tuviera conocimiento previo de su contenido, lo cual al parecer se dio luego de que los policiales, con el visto bueno de la administradora de SUR ENVÍOS, procedieran a abrir los paquetes y encontraban la hierba, sin que la referida administradora hubiera estado presente en el momento en que los agentes realizaron la apertura de las cajas ni cuando hace presencia quien la recogería, como así lo reiteró ante pregunta de la juzgadora. 

(…)

Aunado a todo lo anterior, debe resaltarse que aunque por parte de la empresa SUR ENVÍOS se trató de informar al señor ÁNGEL MARÍA USME de dicha incautación en carreteras del Valle para aquella época, no se logró tal cometido, y por consiguiente no se puede aseverar que el citado tuviera conocimiento de esa situación anterior, como para pregonar de ello un indicio grave en su contra.

En conclusión, probatoriamente hablando, aunque existe un indicio de responsabilidad en contra del procesado por el hecho de que la mercancía estuviera dirigida a su nombre, la misma no tiene la contundencia necesaria para quebrar la presunción de inocencia, toda vez que en el curso del juicio oral no se acreditó por parte del órgano encargado de la persecución penal que el señor ÁNGEL MARÍA USME tuviera conocimiento que en esas dos cajas que fueron remitidas a su nombre se hallaba el mencionado estupefaciente, porque ningún elemento de prueba o evidencia física se allegó al proceso con miras a demostrar su compromiso en la ilicitud, y esa duda probatoria debe ser resuelta a su favor en aplicación del principio del in dubio pro reo.

(…)

Así las cosas, estima el Tribunal que la funcionaria de instancia no se equivocó al momento de efectuar la valoración probatoria, y en consecuencia debe confirmarse el fallo confutado en los términos en que fue confeccionado. 
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	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía contra el fallo de fecha septiembre 04 de 2015. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos: 

1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Los hechos objeto de investigación tuvieron ocurrencia en febrero 25 de 2014, siendo aproximadamente las 09:58 horas, cuando luego de ser contactados telefónicamente por la administradora de la empresa de mensajería SUR ENVÍOS, miembros de la policía nacional se acercaron a las Bodegas en el sector de la Badea de Dosquebradas, donde fueron informados de la existencia de dos cajas con un olor extraño, por lo cual lo revisaron y hallaron sustancia estupefaciente; así mismo se indicó que en el sitio se encontraba el ciudadano ÁNGEL MARÍA USME, a cuyo nombre y cédula de ciudadanía estaban dirigidas las cajas, quien procedería a reclamarlas, por lo cual lo aprehendieron. La sustancia incautada fue identificada como cannabis sativa  en cantidad de 36.915 y 26.060 gramos, respectivamente, para un total neto de 62.975 gramos

1.2.- Se procedió en consecuencia a la realización de las audiencias concentradas de legalización de incautación de elementos, captura, y formulación de imputación ante el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Dosquebradas (febrero 26 de 2014), en la cual se le endilgaron cargos al señor ÁNGEL MARÍA USME por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes consagrado en el inciso 1º artículo 376 C.P. en la modalidad de “transportar”, los que el indiciado NO ACEPTÓ, e igualmente se le impuso medida de aseguramiento consistente en detención preventiva en establecimiento carcelario.

1.3.- Ante esa no aceptación de cargos, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (mayo 08 de 2014) por medio del cual se ratificó la imputación como autor de la conducta referida, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) -hoy primero Penal del Circuito-, despacho ante el cual se surtieron las audiencias de formulación de acusación (julio 08 de 2014), preparatoria (septiembre 16 de 2014), y luego de varios aplazamientos se realizó el juicio oral (julio 06 de 2015) al cabo del cual se anunció un sentido de fallo de carácter condenatorio, para proferir en septiembre 04 de 2015 sentencia por medio de la cual se absolvió al señor ÁNGEL MARÍA USME.

1.4.- Los fundamentos que tuvo en consideración la funcionaria a quo para llegar a la conclusión de condena se hicieron consistir en lo siguiente:

No existe duda de la materialidad de la conducta, al haber sido incautada sustancia vegetal identificada como cannabis, con un peso neto de 36.915 y 26.060 gramos, lo que incluso fue objeto de estipulación probatoria; no obstante el problema jurídico va encaminado a determinar la responsabilidad del acusado.

Luego de hacer alusión a lo acreditado en juicio, estima que no se probó la existencia de un hecho anterior que vinculara al acusado en un caso similar, al ser dichos de referencia inadmisibles, máxime que las guías de envío y demás elementos no fueron anunciados como pruebas en el proceso, por lo cual no puede dárseles valor alguno, así mismo, considera que cuando la policía decide incautar la sustancia sin que llegue a su destino y no permitir que ingrese a la órbita de dominio del destinatario, se generan dudas que lo favorecen.

Señala que la policía realizó un mal procedimiento, pues debió acudir a la figura de la entrega vigilada, lo que no se efectuó en este asunto, ni se acudió a la Fiscalía para que se permitiera la interceptación de correspondencia, máxime que no permitió al destinatario tomar posesión de la mercancía para que operara una captura en flagrancia.

1.5.- La fiscalía se mostró inconforme con la decisión adoptada, la apeló y la sustentó de forma oral en la misma audiencia. 

2.- Debate
2.1.- Fiscalía -recurrente- 
Pide se revoque la sentencia de condena y se emita una de carácter condenatorio, lo cual soporta de la siguiente manera:

Considera errada la valoración de la a quo, frente a unos hechos que no existen y de los arrimados a juicio, y aunque se indica que obran serias falencias, como la ligereza de la empresa de transporte de encomiendas, al respecto no encuentra norma alguna que las obligue a verificar de manera previa los antecedentes y situaciones particulares del remitente o destinataria de quienes ni siquiera hay necesidad de efectuar una identificación previa, aunque deben existir aspectos que permitan determinar a quien se envía la misma. Acá se estipuló la plena identidad de ÁNGEL MARÍA USME, siendo el único el único interesado y por ende llamado a responder por estos hechos.
Aunque se dice que no hubo una captura en flagrancia, debe señalarse que  el delito ya se realizaba, por cuanto se efectuó el desplazamiento del vehículo desde la ciudad de Cali hasta Dosquebradas, ya que la encomienda iba dirigida a ANGEL MARIA USME, y coincidencialmente la guía de transporte tenía el nombre y cupo numérico que le corresponde, además de ser quien se presenta a la empresa a preguntar por la misma, cuando se suponía que llegarían dichos paquetes, siendo también quien firma el acta de incautación, lo que permite establecer que era el único interesado en dicha correspondencia, quien además iba a pagar por la misma

Frente a lo dicho por NATALIA GARCÍA, la misma custodiaba los registros que daban cuenta de una incautación anterior de una encomienda dirigida al señor ANGEL MARIA USME,  la que fue interceptada en el camino y por ende es admisible al tener soporte en aspecto que son verificables; y aunque ahora se duele la juez de la falta de una entrega vigilada, ello debió hacerse en esa ocasión antecedente para permitirse que la misma continuara su camino y saber quién la reclamaría en Pereira, pero no puede pretender que en este caso ante una situación de flagrancia conocida por la policía, de una manera ilógica deba esperarse para realizar un trámite de tal naturaleza, cuando no queda duda del arribo del acusado a recibir los paquetes, para lo cual debería pagar, y al saberse que contenía estupefaciente era deber de la policía proceder a su incautación.
Considera que con las pruebas aportadas en el juicio la única conclusión a que se puede llegar es que el señor ÁNGEL MARIA USME, era la persona quien estaba destinada dicha mercancía, que tenía conocimiento de su contenido y su voluntad estuvo encaminada a infringir la ley penal. Pide se valore de manera correcta las pruebas allegadas y que la Sala no se pronuncie sobre lo que no se arrimó a juicio, como lo sería el trámite de una entrega vigilada al no haber sido debatido, máxime que el mismo lo que haría sería obstruir la administración de justicia.

2.2.- Defensa -no recurrente-
Solicita se ratifique la sentencia absolutoria, y para el efecto expone:

La valoración probatoria se realizó de acuerdo a los lineamientos legales, aceptándose por la defensa lo relativo a la incautación del estupefaciente, y por ende lo que debía acreditarse era si el señor ÁNGEL MARÍA tenía conocimiento de la sustancia que iba a reclamar, siendo este el problema jurídico a resolver; aunque la defensa no  duda, al ser un hecho probado, que el acusado era destinatario de un paquete, pero nunca que conociera su contenido.

El procesado no tuvo contacto con ese paquete, y aunque el conocimiento lo infiere la fiscalía por cuanto la mercancía estaba a su nombre, ello sería una responsabilidad objetiva, al no haber recibido el comprobante donde estampa su firma en señal de conformidad, como así se demostró; y aunque se duele el fiscal que debió decretarse como prueba admisible lo dicho por la administradora de SUR ENVÍOS, no es culpa de la defensa que la audiencia preparatoria no se haya anunciado ni especificado la conducencia,  y pertinencia de lo que pretendía introducir respecto a hechos ocurridos en el departamento del Valle, pese a que en el contrainterrogatorio se estableció que la misma no tenía conocimiento de lo allí sucedido.

Al no haberse probado el conocimiento de ÁNGEL MARÍA USME, acerca de lo que supuestamente recibiría, pide se confirme la decisión adoptada.

2.3.- Sustentado el recurso, el juez lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por las partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde al Tribunal establecer si la decisión absolutoria declarada a favor del señor ÁNGEL MARÍA USME se encuentra acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y en su reemplazo al proferimiento de una sentencia absolutoria, como lo pide la Fiscalía recurrente.

3.3.- Solución a la controversia

No se vislumbra, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Como se indicó al comienzo de esta providencia, los hechos que dieron origen a esta investigación sucedieron en febrero 25 de 2014 cuando miembros de la policía nacional revisaron dos cajas que como encomienda habían llegado a la empresa SUR ENVÍOS, la cual contenía sustancia estupefaciente, y que venía dirigida a nombre del ciudadano ÁNGEL MARÍA USME, habiéndose encontrado en el interior de las mismas un vegetal que arrojó positivo para cannabis sativa, con un peso total neto de 62.975 gramos, hallazgo frente al cual no se presentó debate probatorio alguno al ser objeto de estipulación.

No obstante, frente al compromiso del señor ÁNGEL MARÍA USME, considera la Fiscalía que logró acreditar con los elementos arrimados que era el único interesado en reclamar la sustancia estupefaciente, a cuyo nombre y cédula fue remitida la misma, siendo además quien se acercó por ellas, y del cual se tenía conocimiento previamente que otro cargamento que también había sido enviado a su nombre fue incautado por la policía de carreteras del Valle, lo que permite pregonar serios indicios acerca de su compromiso en este asunto, sin que se hiciera necesaria la evacuación de otras diligencias investigativas a las que hizo alusión la funcionaria a quo.

Por su parte la defensa estima que no se comprobó que su cliente tuviera conocimiento del contenido de la sustancia, máxime que no tuvo contacto alguno con la misma y por ende no se puede predicar responsabilidad penal en su contra.

En criterio de la Colegiatura, es un hecho cierto y así quedó probado en juicio, que en procedimiento efectuado por servidores de la Policía Nacional se incautaron 62.975 gramos de marihuana, la cual fue hallada en el interior de dos cajas que mediante la modalidad de encomienda fueron remitidas por intermedio de la empresa SUR ENVÍOS desde la ciudad de Cali (V.) hasta Dosquebradas (Rda.), situación que no es objeto de debate, con lo cual se acredita la materialidad de la conducta atentatoria contra el bien jurídico de la Salud Pública.
Ahora bien, el punto en discusión por el órgano recurrente, es el atinente a la responsabilidad que en su sentir le asiste al ciudadano ÁNGEL MARÍA USME, toda vez que fue la persona a nombre de quien estaba remitida la encomienda con la sustancia ilícita, y por ende tenía conocimiento de su contenido al ser el encargado de reclamarla, para lo cual debía pagar contraentrega, siendo además quien hizo presencia en dicha empresa de mensajería el día en que se suponía que llegaba el mencionado envío.
Está acreditado que en febrero 25 de 2014, cuando miembros de la policía nacional fueron alertados por la administradora de la empresa SUR ENVÍOS de Dosquebradas, acerca del contenido sospechoso de una encomienda, por lo que al llegar al sitio y verificar el interior de las cajas encontraron una gran cantidad de marihuana.

Así mismo no ofrece discusión alguna, que dichas cajas fueron enviadas al señor ÁNGEL MARÍA USME, toda vez que las mismas estaban marcadas con su nombre, número de cédula, de celular, y las cuales reclamaría en dicha oficina, e igualmente efectuaría un pago contraentrega, como se desprende de la factura de venta o guía # 2430394 elaborada en la ciudad de Cali, la que ingresó a juicio como prueba de la Fiscalía. Precisamente, al haberse hecho presente en dicha empresa el señor ÁNGEL MARÍA USME con la intención de recibir dichos paquetes, pero sin precisarse en el juicio si llegó allí por iniciativa propia o por haber sido llamado de la empresa en donde contaban con su número telefónico, tal situación fue la que motivó a los gendarmes a realizar su aprehensión ante lo encontrado.

Si bien el representante del órgano persecutor indicó que la captura del procesado se dio en flagrancia, ello lo controvierte la juzgadora toda vez que de conformidad con lo soportado en juicio, el señor USME no tuvo contacto con la mercancía, en tanto la misma permaneció todo el tiempo en la bodega de SUR ENVÍOS, en un lugar al que no tenía acceso el público. No obstante, al realizarse el referido procedimiento, los policiales que participaron en el mismo indicaron que la sustancia le fue incautada a ÁNGEL MARÍA USME, por lo cual se dispuso su aprehensión, quien para el efecto suscribió el acta de derechos del capturado.

Si bien es cierto, en dichos documentos no se dejó constancia alguna por parte del señor ÁNGEL MARÍA USME, durante la realización de la audiencia de legalización de captura ante el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías, y al serle concedida la palabra por la a quo para que informara si el procedimiento estuvo conforme a la ley –pese a ser interrumpido- de su intervención se destaca lo siguiente:

“[…] bueno, pues sinceramente quiero decir que mis derechos no fueron violados, en cuestión de buen trato, de todas esas cosas así, lo que si yo veo una parte y me siento inconforme es en cuestión de mi retención, ¿por qué me siento inconforme?, porque quiero narrar ante la fiscalía y ante todos ustedes acá que mi detención en el momento en que yo llegue a reclamar la encomienda en ese instante, a mí de parte de la empresa no se me entregó ninguna encomienda, aun más, aun más, ni me entregó la empresa a mi ninguna encomienda ni yo la reclame, ¿por qué no la reclamé?, porque en ese instante que yo llegué allá la señora que estaba atendiendo ahí en la oficina, se fue para adentro, me recibió la cédula, se fue para adentro y en el instante en que ella se fue para adentro, salieron los señores agentes.” 
. -énfasis de la Sala-
Como se aprecia, desde ese mismo instante el señor ÁNGEL MARÍA USME dio a conocer que no tuvo contacto alguno con la sustancia incautada, no obstante que la encomienda estaba dirigida a él, con sus respectivos números de cédula de ciudadanía y teléfono de ubicación, e igualmente que fue dicho ciudadano quien se acercó a la empresa SUR ENVÍOS a reclamar la correspondencia, lo que en sentir de la Fiscalía lo compromete al ser el único interesado en dichas cajas. 
Queda claro que no obstante en SUR ENVÍOS haberse recibido los referidos paquetes, estos nunca estuvieron en poder del señor ÁNGEL MARÍA, ello por cuanto se encontraban en el interior de la empresa en un sitio que no permite el acceso al público, salvo autorización previa, como se desprende de lo dicho por su administradora y los agentes captores. Situación que igualmente encuentra respaldo en el hecho que el procesado no suscribió la factura de venta que documenta la entrega del envío a satisfacción, y mucho menos que realizara el pago que le correspondía por dicho servicio, como así lo ratificó la administradora de esa empresa. Y si bien operó su captura en ese instante, lo fue por cuanto al proceder los policiales a verificar sus datos con los contenidos en las mencionadas cajas, eran coincidentes, pero aun así se itera, dichos paquetes nunca estuvieron en su órbita de posesión o dominio.
Para la Corporación no queda duda que existe un indicio grave de la presunta responsabilidad el señor ÁNGEL MARÍA USME en la comisión de la ilicitud, en tanto la mercancía estaba dirigida a su nombre, y fue él quien se acercó a reclamarla pero sin que se haya establecido -repetimos- que lo hizo por iniciativa propia o por ser llamado por la empresa para el efecto. Así las cosas, no obra acreditación alguna en el sentido que el aquí acusado tuviera conocimiento previo de su contenido, lo cual al parecer se dio luego de que los policiales, con el visto bueno de la administradora de SUR ENVÍOS, procedieran a abrir los paquetes y encontraban la hierba, sin que la referida administradora hubiera estado presente en el momento en que los agentes realizaron la apertura de las cajas ni cuando hace presencia quien la recogería, como así lo reiteró ante pregunta de la juzgadora. 
Debe destacarse igualmente que aunque los uniformados refirieron que la información que les suministraron frente a las aludidas cajas obedecía al olor que expelía, de ello nada dijo la señora NATALIA GARCÍA administradora de SUR ENVÍOS, quien fue enfática en señalar que se sospechó de esa remisión por cuanto de tiempo atrás había sido interceptada por la policía de carreteras una mercancía también dirigida al señor ÁNGEL MARÍA, en la que de igual forma se halló sustancia vegetal conocida como marihuana.

Es sabido que la Fiscalía pretendió soportar con la administradora de la agencia de SUR ENVÍOS el acontecimiento antecedente que conllevó a que se solicitara la intervención policial, como situación que sin duda alguna igualmente se tornaría en un segundo indicio en contra del hoy procesado, pero ello no solo se quedó en las manifestaciones de la señora NATALIA GARCÍA como prueba de referencia inadmisible ante la inexistencia de prueba acompañante al respecto, toda vez que la misma no presenció tales hechos que se desarrollaron en carreteras del departamento del Valle, sino que además, los documentos con los que se procedería a acreditar tal circunstancia no pudieron ser incorporados por cuanto la Fiscalía no realizó su descubrimiento probatorio en la etapa procesal pertinente. Y el no haber obrado la Fiscalía conforme al procedimiento legal excluye la posibilidad de usar tales documentos en juicio, como soporte de la declaración que en tal sentido realizó la señora NATALIA GARCÍA.
Aunado a todo lo anterior, debe resaltarse que aunque por parte de la empresa SUR ENVÍOS se trató de informar al señor ÁNGEL MARÍA USME de dicha incautación en carreteras del Valle para aquella época, no se logró tal cometido, y por consiguiente no se puede aseverar que el citado tuviera conocimiento de esa situación anterior, como para pregonar de ello un indicio grave en su contra.

En conclusión, probatoriamente hablando, aunque existe un indicio de responsabilidad en contra del procesado por el hecho de que la mercancía estuviera dirigida a su nombre, la misma no tiene la contundencia necesaria para quebrar la presunción de inocencia, toda vez que en el curso del juicio oral no se acreditó por parte del órgano encargado de la persecución penal que el señor ÁNGEL MARÍA USME tuviera conocimiento que en esas dos cajas que fueron remitidas a su nombre se hallaba el mencionado estupefaciente, porque ningún elemento de prueba o evidencia física se allegó al proceso con miras a demostrar su compromiso en la ilicitud, y esa duda probatoria debe ser resuelta a su favor en aplicación del principio del in dubio pro reo.

Ahora bien, en punto del cuestionamiento del fiscal recurrente acerca de la exigencia de la sentenciadora en cuanto la Fiscalía debió efectuar actividades tendientes a que se realizara una “entrega vigilada”, lo cual no se hizo por la intervención oportuna e inaplazable de la Policía Nacional, como quiera que es evidente que ante un evento como el advertido por los miembros de dicha institución, mal se haría en exigirles que adelantaran unos trámites que necesariamente demandan un mayor tiempo, mientras se cuentan con las autorizaciones para ello. Sin embargo, lo que bien pudieron hacer era permitir que la referida mercancía ingresara a la órbita de dominio de quien pretendía recibirlas, para ahí sí realizar el procedimiento policial tendiente a adelantar las verificaciones y registros a que hubiera lugar.

Obsérvese que contrario a lo esperado -lo cual es entendible amén de la actividad que desarrolla la policía, en especial de quienes ejercen labores de vigilancia-, los gendarmes procedieron a abrir las cajas con una mera orden de la administradora de SUR ENVÍOS, cuando es evidente que para ello debía contarse con una orden de autoridad judicial, toda vez que la encomienda todavía permanecía en las instalaciones de la empresa de envíos al no haber sido reclamada por el interesado. Situación que afectaba la garantía constitucional del derecho a la intimidad que regla el canon 15 C.N., el cual predica que la correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables, en tanto solo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial en los casos y con las formalidades que establezca la ley, lo que en este caso tampoco tuvo ocurrencia.
Así las cosas, estima el Tribunal que la funcionaria de instancia no se equivocó al momento de efectuar la valoración probatoria, y en consecuencia debe confirmarse el fallo confutado en los términos en que fue confeccionado. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia absolutoria  proferida en favor del ciudadano ÁNGEL MARÍA USME. 

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse habrá de hacerse dentro del término de ley.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver registro de las audiencias preliminares, a partir del minuto 11:30.
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